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TRANSPORTE URBANO/ Competencia emite un duro requerimiento para que Fomento modifique la norma 
que blinda a los taxistas frente a los vehículos con chófer. Si no, llevará al Gobierno a los tribunales.

J. M. Lamet / A. Vigil. Madrid 
La Comisión Nacional de 
Mercados y la Competencia 
(CNMC) ha enviado al Con-
sejo de Ministros un duro re-
querimiento que supone casi 
una enmienda a la totalidad al  
“decreto anti Uber” que apro-
bó el Ministerio de Fomento.   
El organismo que preside Jo-
sé María Marín Quemada 
cree que el Real Decreto 
1057/2015, de 20 de noviem-
bre, por el que se modifica el 
Reglamento de la Ley de Or-
denación de los Transportes 
Terrestres incorpora nume-
rosas restricciones a la com-
petencia y contiene “severas 
restricciones a la unidad de 
mercado”.  

Se trata de una norma que 
blinda a los taxistas frente a 
los vehículos de transporte 
con conductor (VTC), que 
operan en empresas como 
Cabify o Uber. Esta última 
empresa aterrizó en España 
con el servicio UberPOP, que 
ponía en contacto a particula-
res para desplazamientos ur-
banos, pero la justicia lo sus-
pendió tras la demanda de 
competencia desleal de los ta-
xistas. Uber cambió de estra-
tegia y este mismo trimestre 
sacará un servicio de VTC lla-
mado UberX. 

Yago González. Madrid 
El terrorismo islamista es ya 
la principal inquietud de los 
españoles, por encima incluso 
de la crisis económica. El 58% 
de los ciudadanos señala al 
yihadismo como la gran ame-
naza actual, frente a l 42% que 
apunta a la situación de la eco-
nomía, según el último baró-
metro del Real Instituto Elca-
no, presentado ayer.  

Además del peligro del te-
rrorismo fanático, un 32% de 
los encuestados asegura que 
el mayor problema de la so-
ciedad es el Estado Islámico, 
considerado el origen de los 
recientes ataques terroristas 
en suelo europeo, especial-
mente la masacre del 13 de 
noviembre en París. A conti-
nuación destaca la inmigra-
ción irregular (mencionada 
por un 16% de los encuesta-
dos), las decisiones de la 
Unión Europea sobre asuntos 
económicos (13%), los refu-
giados (12%) y el calenta-
miento global (11%). 

La llegada masiva de perso-
nas procedentes de Siria y 
otros países en conflicto lleva 
al 66% de los españoles a con-
siderar que Europa debería 
controlar mejor sus fronteras 
exteriores. Además, el 55% no 
está de acuerdo con la propo-
sición de que “Europa debe 
acoger a todos los que lle-
guen”.

La CNMC amenaza con impugnar  
el decreto antiUber de Fomento

Las CCAA siguen acumulando deuda 
sanitaria, que asciende a 8.000 millones

La CNMC discrepa noto-
riamente con el decreto y 
amenaza incluso con interpo-
ner un recurso contencioso-
administrativo, porque cree 
que choca contra la Ley de 
unidad de mercado. “La 

CNMC está legitimada para 
impugnar los actos de las Ad-
ministraciones y las normas 
con rango inferior a la ley con-
trarios a los principios de re-
gulación económica eficiente 
y competencia efectiva”, avi-

sa. “En el caso de que no se 
atienda el requerimiento rea-
lizado, la CNMC impugnará 
ante los tribunales el decreto”. 

Entre los principales “obs-
táculos a la competencia” del 
decreto “que deberían ser eli-
minados” se encuentra el lí-
mite al número de licencias 
de vehículos de transporte 
con conductor (una por cada 
30 taxis). Dicha restricción 
“impide que los taxis y los 
VTC compitan entre sí y que 
los consumidores puedan be-
neficiarse de una mayor dis-
ponibilidad de vehículos, un 
menor tiempo de espera, y 
una mayor competencia en 
precios, calidad e innova-
ción”, ataja la CNMC. 

Además, el organismo criti-
ca que el decreto de Fomento 

El terrorismo 
islamista ya 
preocupa más 
que la crisis 
económica

impida a los VTC circular con 
pasajeros sin un contrato de 
arrendamiento previo y que 
no puedan ir buscando clien-
tes por las vías públicas.  

La CNMC también critica 
que los vehículos de empresas 
como Uber o Cabify sólo pue-
dan prestar fuera de su auto-
nomía “un límite máximo de 
servicios”, ya que ello rompe 
la unidad de mercado, y que 
para conseguir una autoriza-
ción haya que tener una flota 
mínima de siete vehículos con 
una antigüedad máxima de 10 
años “y otros requisitos injus-
tificados de carácter técnico”. 

Desde Uber apuntan que el 
requerimiento de la CNMC 
“reconoce los beneficios de la 
aparición de nuevas alternati-
vas de movilidad”, que favo-
recen “no sólo una mayor li-
bertad de elección para el ciu-
dadano, sino también una 
gran oportunidad de creación 
de empleo”.  

Juan Ignacio García-Bras-
chi, Country Manager de Ca-
bify España, está de acuerdo 
con la CNMC en lo que afecta 
a la exigencia mínima de siete 
vehículos, ya que buena parte 
de la flota de Cabify está com-
puesta por conductores autó-
nomos, pero cree que el resto 
de la norma contiene avances.

Un taxi madrileño con pintadas contra Uber.
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La CNMC avisa de 
que “está legitimada 
para impugnar las 
normas con rango 
inferior a la ley”

El organismo cree 
que la nueva norma 
de transporte 
incumple la Ley de 
unidad de mercado

Mercedes Serraller. Madrid 
Las comunidades autónomas 
han finalizado 2015 con una 
deuda con sus proveedores 
sanitarios que asciende a 
7.834 millones de euros, lo 
que representa el 69,17% de 
toda la deuda comercial, se-
gún muestra el último infor-
me Plazos de pago a proveedo-
res y deuda comercial de las 
CCAA, relativo a octubre de 
2015, del Ministerio de Ha-
cienda.  

Por autonomías, el informe 
detalla que Cataluña es la co-
munidad con más endeuda-
miento sanitario (1.787 millo-
nes), seguida de la Comuni-
dad Valenciana (1.467 millo-
nes) y Andalucía (1.205 millo-
nes). Asimismo, Madrid tenía, 
a fecha de octubre de 2015, 
una deuda situada en los 

725.541 euros, Murcia en los 
494.560 euros, Aragón en 
372.027 euros y Galicia en los 
371.806 euros.  

Del mismo modo, Extre-
madura contraía una deuda 
sanitaria de 312.868 euros, 
Castilla y León de 268.524 eu-
ros, Islas Baleares de 211.258 
euros, Castilla-La Mancha de 
180.896 euros y Canarias de 
143.360 euros.  

Por el contrario, las comu-
nidades autónomas con me-
nos deuda son Navarra 
(24.122 euros), La Rioja 
(30.185 euros), Asturias 

(78.342 euros), Cantabria 
(79.321 euros) y País Vasco 
(81.505 euros).  

El informe del Ministerio 
de Hacienda también analiza 
el periodo medio de pago glo-
bal a proveedores del ámbito 
sanitario, desvelando que, a fi-
nales de octubre de 2015, se 
situaba en los 67,11 días, lo que 
supone 9,05 días por encima 
del relativo de todas las ope-
raciones consideradas en el 
informe. La Ley de Morosi-
dad establece que la Adminis-
tración no puede pagar a más 
de 30 días. 

Hacienda distingue las 
operaciones de naturaleza co-
rriente, con 67,34 días y un 
aumento respecto a septiem-
bre del 8,98%; de las de capi-
tal, con 57,19 días y un aumen-
to del 4,36%.  

Por comunidades autóno-
mas, la región que más tarda-
ba en pagar a sus proveedores 
sanitarios en el mes de octu-
bre fue Extremadura (142 dí-
as), seguida de Aragón (113), 
Murcia (96), Islas Baleares 
(95), Comunidad Valenciana 
(84), Cataluña (67), Andalucía 
(67), Madrid (45), Castilla y 
León (38), Cantabria (37), La 
Rioja (35), Galicia (34), Casti-
lla-La Mancha (28), Canarias 
(11), Asturias (11), País Vasco 
(6) y Navarra (3). De esta for-
ma, son doce las comunida-
des  que incumplen la Ley de 
Morosidad. 

En 2014, Montoro anunció 
que se quería crear un techo 
de gasto farmacéutico. Para 
remansar la deuda autonómi-
ca con proveedores sanita-
rios, que llegó a ser de 16.000 

millones en 2012, se estable-
cerían mecanismos de “mu-
tualización” para garantizar 
que las autonomías puedan 
“financiarse a través del Teso-
ro Público”. No parece a la 
vista de este informe que sean 
efectivos. Ni Hacienda ni Sa-
nidad quisieron cuantificar el 
pasado noviembre esta deu-

da, que Montoro consideró 
que ya se había saldado, según 
respondió a los medios de co-
municación en la firma de un 
protocolo con la patronal de 
los laboratorios Farmaindus-
tria. Según este acuerdo, la 
patronal compensará al Esta-
do si el gasto farmacéutico se 
desboca.
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Son doce las 
comunidades que 
incumplen la Ley de 
Morosidad y pagan  
a más de 30 días


